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Normativa de mediación en asuntos civiles: ¿alternativa real en sanidad?

La exigencia social de más y mejores servicios de protección a la salud, propiciada por el reconocimiento
constitucional del derecho y por el avance de medios técnicos al servicio de los profesionales sanitarios,
ha determinado un incremento muy acusado de reclamaciones en materia de responsabilidad profesional
por  daños  a  la  salud,  habiéndose  expresado  la  preocupación  de  las  Organizaciones  Profesionales
Sanitarias y de los usuarios sistema de protección a la salud por estos extremos.

El pasado 7 de marzo entró en vigor el Real Decreto-Ley 5/2012, de 5 de
marzo, de mediación en asuntos civiles y mercantiles por medio del que se
incorpora  al  derecho  español  la  Directiva  2008/52/CE  del  Parlamento
Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008. Con él, España proporciona
cobertura  legal  estatal  a  un  mecanismo  de  resolución  de  conflictos  que,
aunque de escasa tradición en nuestro país, y menos en el sector sanitario,
se concibe como una alternativa real y eficaz a los métodos tradicionales de
resolución  de  conflictos  en  el  ámbito  civil.  Su  regulación  va  más  allá  del
contenido de esta norma de la Unión Europea, en línea con la previsión de la
disposición adicional tercera de la Ley 15/2005, de 8 de julio, por la que se
modifica  el  Código  Civil  y  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  materia  de
separación y divorcio, en la que se encomendaba al Gobierno la remisión a
las Cortes Generales de un proyecto de ley sobre mediación.

Una  de  las  funciones  esenciales  del  Estado  de  Derecho  es  la  garantía  de  la  tutela  judicial  de  los
derechos de los ciudadanos. Esta función implica el reto de la implantación de una justicia de calidad
capaz de resolver los diversos conflictos que surgen en una sociedad moderna y, a la vez, compleja.
En este contexto, desde la década de los años setenta del pasado siglo, se ha venido recurriendo a
nuevos sistemas alternativos de resolución de conflictos, entre los que destaca la mediación, que ha ido
cobrando una importancia creciente como instrumento complementario de la Administración de Justicia.
Entre las ventajas de la mediación es de destacar su capacidad para dar soluciones prácticas, efectivas y
rentables a  determinados conflictos entre partes y  ello  la  configura como una alternativa al  proceso
judicial o a la vía arbitral, de los que se ha de deslindar con claridad. La mediación está construida en
torno a la intervención de un profesional neutral que facilita la resolución del conflicto por las propias
partes,  de  una  forma  equitativa,  permitiendo  el  mantenimiento  de  las  relaciones  subyacentes  y
conservando el control sobre el final del conflicto.

El marco flexible que procura el Real Decreto-Ley 5/2012, de 5 de marzo, de mediación en asuntos
civiles y mercantiles, pretende ser un aliciente más para favorecer el recurso a la mediación, de tal forma
que no tenga repercusión en costes procesales posteriores ni se permita su planteamiento como una
estrategia dilatoria del cumplimiento de las obligaciones contractuales de las partes. Así se manifiesta en
la opción de la suspensión de la prescripción cuando tenga lugar el inicio del procedimiento frente a la
regla  general  de su interrupción,  con el  propósito de eliminar  posibles desincentivos y  evitar  que la
mediación pueda producir efectos jurídicos no deseados.

Aunque el nuevo Real Decreto-Ley se circunscribe estrictamente al ámbito de competencias del Estado
en materia de legislación mercantil, procesal y civil, que permiten articular un marco para el ejercicio de la
mediación, sin perjuicio de las disposiciones que dicten las Comunidades Autónomas en el ejercicio de
sus competencias, tendremos que ver su viabilidad en los procedimientos civiles del sector sanitario, de
los que son parte las Compañías Aseguradoras de la responsabilidad profesional sanitaria, tanto privadas
como de las propias Administraciones Públicas.
 


